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LOGO ENCUENTRO 16 – CONSEJO DE ESTADO
TOMADO WEB CONSEJO DE ESTADO 

1.- SECCION PRIMERA – SALA TEMATICA – Doctora María Claudia Rojas Lasso

TEMA 1: Momento en que se aplica el régimen de inhabilidades a los Congresistas llamados. Interpretación jurisprudencial del inciso 2º del artículo 181 de la Constitución Política. Aplicación de la tesis jurisprudencial vigente a un caso de pérdida de investidura de Concejal Municipal fallado en segunda instancia por la Sección Primera del Consejo de Estado.

TEMA 2: Pérdida de investidura de concejal municipal por violación del régimen de inhabilidades y del régimen de incompatibilidades. Interpretación jurisprudencial sobre el alcance de la expresión entidades que presten servicios públicos domiciliarios, contenida en el numeral 3 del artículo 40 de la Ley 617 de 2000. Posiciones jurisprudenciales sobre el alcance de la expresión empresas que presten servicios públicos domiciliarios, contenida en el artículo 41 de la Ley 617 de 2000.

TEMA 3: Protección jurisprudencial del medio ambiente.
2.- SECCION QUINTA    -  SALA TEMATICA – I. DRA. SUSANA BUITRAGO VALENCIA.

Síntesis o aspectos más importantes del “nuevo” presupuesto procesal de la demanda de nulidad electoral, denominado “Requisito de procedibilidad”

MOTIVOS Y RAZONES QUE LLEVARON AL CONSEJO DE ESTADO A LA NECESIDAD DE QUE ESTE REQUISITO SE ELEVARA A CANON CONSTITUCIONAL: 
II. DR. MAURICIO TORRES CUERVO

El proceso electoral y la ley de descongestión (Ley 1395 de 2010)

III. DR. FILEMÓN JIMÉNEZ OCHOA

Proceso electoral en el proyecto de CCA

IV. DRA. MARIA NOHEMI HERNANDEZ PINZON

Método de la afectación porcentual

PRINCIPIO DE LA EFICACIA DEL VOTO Y EL MÉTODO DE LA AFECTACIÓN PROPORCIONAL

3.- SECCION TERCERA  -  CONFERENCIA DOCTORA GLADYS AGUDELO. 

ACTO ADMINISTRATIVO DE DECLARATORIA DE SINIESTRO –ASPECTOS PROCESALES
4.- SALA CONSULTA Y SERVICIO CIVIL  -   NUEVO CODIGO 

Tema: La reforma del Código Contencioso Administrativo
5.- SECCION CUARTA  -  DOCTRINA JUDICIAL – REITERACIONES Y CAMBIOS DE PRECEDENTES – DOCTORA MARTHA BRICEÑO DE VALENCIA – Presentación POWER POINT

6.- GRUPO 1 - MEDIDAS ADOPTADAS EN EL PLAN NACIONAL DE DESCONGESTION 2010 – NUEVAS 2011
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	JURISPRUDENCIA


ACCION DE TUTELA   
1.- RADICADO 2010 00430
	M. PONENTE: Dr. GERARDO IVAN MUÑOZ HERMIDA /    SENTENCIA  : 
23/08/2010


PROBLEMA JURIDICO: El problema jurídico consiste en determinar por la Corporación, si la entidad accionada Ejercito Nacional, se encuentra vulnerando los derechos fundamentales a la vida y al mínimo vital del actor, al omitir remitirlo al examen de retiro. 

Conforme a la reglamentación legal transcrita es obligación del actor surtir todo el proceso de los exámenes de retiro y según los documentos allegados al proceso, el accionante no siguió el protocolo correspondiente para comparecer a los especialistas y completar el esquema del examen de retiro.

Considera la Sala, que como es obligación del actor comparecer a los exámenes de retiro y seguir todo el procedimiento descrito, no se encuentra la entidad accionada vulnerando los derechos a la vida y al mínimo vital invocados por el tutelante, encontrándose su reclamación paralizada por su inactividad, requiriendo la Jefatura de Medicina Laboral de Sanidad del Ejército, su presencia para definir su situación de sanidad.

En consecuencia se negará la tutela de los derechos fundamentales teniendo en cuenta que la entidad accionada no se encuentra vulnerándolos. 
./.

2.- RADICADO 2010 00384
	M. PONENTE: Dr. ENRIQUE DUSSAN CABRERA  / SENTENCIA 10/08/2010


PROBLEMA JURIDICO: Corresponde determinar sí al solicitante EFRAIN BURBANO CLEVES se le están vulnerando los derechos fundamentales de petición y al debido proceso, que en su sentir le han sido conculcados por las entidades demandadas.
Si bien la Secretaría de Educación del Huila, ya profirió el acto administrativo al actor y le comunicó a través de un correo electrónico, también es cierto que dicha comunicación debió realizarla a la dirección donde ya se le había enviado correspondencia por parte de la misma dependencia como fue la Calle 5 A No. 8-53 del municipio de la Plata Huila, dado que no hubo respuesta del interesado.

Por lo anterior y como han pasado más de diez (10) meses sin que a la fecha esté notificado del acto administrativo ya proferido por la entidad, la Sala encuentra que el derecho de petición se halla desconocido porque del acto administrativo el actor no tiene conocimiento legal de su existencia dado que la entidad no ha desplegado su acción en aras de notificarlo en legal forma.

En consecuencia se tutelará el derecho fundamental enunciado y se dispondrá que la Secretaría de Educación del Departamento del Huila dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de ésta providencia, comunique y notifique (artículo 44 C.C.A.) al actor la resolución No. 0795 de marzo 17 de 2010 a la dirección la Calle 5 A No. 8-53 del municipio de la Plata Huila o a través de su apoderado judicial. 

./.
3.- RADICADO 2010 00395
	M. PONENTE: Dr. ENRIQUE DUSSAN CABRERA  /    SENTENCIA  : 12/08/2010


PROBLEMA JURIDICO: El problema jurídico planteado por la accionante Ofir Suárez Sánchez, es definir sí se les están vulnerando los derechos fundamentales a la vida en condiciones dignas, a la igualdad, al libre desarrollo de la personalidad, al mínimo vital, al urgente trato preferente a: menores de edad, adultos mayores y mujeres cabezas de hogar, al reconocimiento de la personalidad al no continuársele prestando la ayuda humanitaria.
De lo anterior se desprende que hubo respuesta al derecho de petición.
La accionante no hace parte del segundo grupo de personas que según la jurisprudencia constitucional, deben recibir la prórroga de la ayuda humanitaria de emergencia, esto es, quienes no se encuentran en condiciones de asumir su autosostenimiento a través de un proyecto de estabilización o restablecimiento socio económico, como es el caso de los niños que no tengan acudientes y las personas de la tercera edad, quienes por razón de su avanzada edad o de sus condiciones de salud no están en capacidad de generar ingresos; o las mujeres cabeza de familia que deban dedicar todo su tiempo y esfuerzos a cuidar a niños menores o adultos mayores bajo su responsabilidad.

Tampoco le es aplicable la presunción de prórroga automática de la ayuda humanitaria a la que se refiere el Auto 092 de 2008, emanado de la Corte Constitucional para el caso de las mujeres desplazadas, pues no es Jefe de Hogar y si bien surtió el proceso de caracterización tiene un turno de atención, significándose con ello que es respeto del derecho a la igualdad dado que otras personas también se hallan en similar condición de turno para ofrecerle la susodicha ayuda, por lo que el mismo no es procedente su alteración.
./.
4.- RADICADO 2010 00412
	M. PONENTE: Dr. GERARDO IVAN MUÑOZ HERMIDA /    SENTENCIA  : 
13/08/2010


PROBLEMA JURIDICO: El problema jurídico consiste en determinar por la Corporación, si la entidad accionada se encuentra vulnerando los derechos constitucionales del actor a la igualdad, al debido proceso y al mínimo vital, en relación al pago de la prima de navidad de 2009. 

En la medida en que el Actor solicita el pago de la prima de navidad correspondiente al año 2009 y la sección de Nómina del Ejército Nacional ya se pronunció sobre el efecto, el accionante en caso de considerar que el acto administrativo proferido por la entidad accionada al respecto no es conforme a derecho, cuenta con la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, mecanismos ordinarios ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo para discutir la legalidad de la decisión administrativa.

Aunado a lo anterior, no se evidencia de los hechos objeto de la presente acción que se le esté causando al accionante un perjuicio irremediable, para que se torne procedente la presente acción como mecanismo transitorio. 

En consecuencia se rechazará la acción de tutela interpuesta por ser improcedente.

./.
5.- RADICADO 2010 00216
	M. PONENTE: Dr. GERARDO IVAN MUÑOZ HERMIDA /    SENTENCIA  : 
10/08/2010

2A   INSTANCIA 


PROBLEMA JURIDICO: Corresponde a la Corporación establecer si como lo afirma el accionante y recurrente JOSE IGNACIO HORTA MIRANDA, la entidad accionada Departamento del Huila se encuentra vulnerando los derechos al trabajo y al debido proceso de los accionantes, en los procesos de selección abreviada SVSAMECOPO30-10 y SVSAMECOPO31-10.
Así las cosas, es procedente confirmar la sentencia de primera instancia que declaró la improcedencia de la presente acción por la existencia de otros mecanismos ordinarios de defensa aplicables al caso en concreto, y que por ser ordinarios no restan su eficacia, en razón a que como ya se anotó se pueden interponer con solicitud de medida provisional.

./.
6.- RADICADO 2010 00207
	M. PONENTE: Dr. ENRIQUE DUSSAN CABRERA  /    SENTENCIA  : 06/08/2010

2A  INSTANCIA 


PROBLEMA JURIDICO: Corresponde determinar sí es necesario el agotamiento de la vía gubernativa (instaurar el recurso de reposición contra la decisión que le fue adversa) para interponer la acción de tutela y a su vez si es el medio procedente para la protección de los derechos fundamentales del accionante, por la consideración especial de la que goza por ser víctima del desplazamiento forzado.
 En el caso bajo estudio encontramos que el accionante se halla inscrito en el Sistema Único de Registro de Población Desplazada y mediante convocatoria del año de 2007 se postuló por medio de COMCAJA para que se le asignara un subsidio para vivienda nueva o usada (hecho 2 líbelo), resultando que al momento de la calificación fuere rechazado conforme a la auditoría de que trata el artículo 45 del Decreto 975 de 2004 y dado la verificación de los documentos en las bases datos del IGAC se observó que era propietario de un inmueble en el municipio de Colombia (H), según lo informa el Fondo Nacional de Vivienda, en la Resolución 904 del 17 de diciembre de 2009, no fue beneficiario, con la acotación que contra dicha Resolución cabía el recurso de reposición, el cual, según el accionante no fue recepcionado por parte de la Caja de compensación Familiar del Huila –Comfamiliar-, lo que de por sí conllevaba a que no se le permitió el acceso a tal recurso, luego lo decidido por el a-quo se corresponde a lo factico.

./.
7.- RADICADO 2010 00475
	M. PONENTE: Dr. ENRIQUE DUSSAN CABRERA  /    SENTENCIA  : 30/08/2010


PROBLEMA JURIDICO: Corresponde determinar sí al señor Albert Julián Cabrera Domínguez se le están vulnerando o amenazando vulnerar sus derechos fundamentales a la salud en conexidad con la vida, la dignidad humana y la seguridad social, por parte de la NACION-MINISTERIO DE DEFENSA-EJERCITO NACIONAL -DIRECCION DE SANIDAD MILITAR-, como consecuencia de la no prestación del servicio médico, hospitalario clínico y farmacéutico como consecuencia de las lesiones padecidas como secuela de una explosión de una mina antipersona y del posterior retiro del servicio del Ejército Nacional.  Así mismo pretende que se le realice una nueva valoración por parte de la Junta Médico Laboral para determinar el grado total de su discapacidad y se le reconozca la pensión de invalidez.
Como lo enuncia las jurisprudencias  precitadas, deben los ex miembros de la Fuerza Pública, a pesar de su desvinculación, seguir gozando del servicio médico, en caso de requerirlo para el tratamiento de una lesión sufrida en servicio activo, razón por la cual se ordenará que en el evento que el señor Albert Julián Cabrera Domínguez requiera de tales servicios para atender las secuelas de las lesiones padecidas en el servicio activo, que originaron su discapacidad, la Nación-Ministerio de Defensa-Ejército Nacional a través de la Dirección de Sanidad Militar deberá proporcionarle la atención médica, hospitalaria, clínica y farmacéutica, que necesite para la recuperación de su salud; así mismo se procederá para que el Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar y de Policía, realice un nuevo examen médico determinando su actual estado de salud física y mental y las afecciones que padece con el fin de recalificar la pérdida de capacidad laboral. 

De conformidad con los resultados del examen, si hay lugar a ello, se procederá a reajustar la indemnización que le fue reconocida y, de ser la perdida de capacidad laboral del 50% o superior, por ser el accidente posterior al año 2002, se deberá efectuar el reconocimiento de la pensión de invalidez, según lo determine el resultado obtenido en el nuevo examen; de lo contrario se continuará con la atención médica, hospitalaria, farmacéutica, de psicología o de psiquiatría, necesaria para la recuperación de su salud, hasta cuando esta se encuentre restablecida, o la lex artis indique que es el límite al que se puede llegar.
Así las cosas se protegerán el derecho a la salud y a la vida digna del actor.

./.
8.- RADICADO 2010 0255
	M. PONENTE: Dr. RAMIRO APONTE PINO /    SENTENCIA  : 02/09/2010

2A   INSTANCIA 


PROBLEMA JURIDICO: A través de fallo proferido el 29 de julio de 2010, el Juzgado Quinto Administrativo de Neiva negó por improcedente el amparo, considerando que en virtud a que el accionante con antelación instauró una acción de tutela contra la misma entidad (que por reparto le correspondió asumir su conocimiento), es evidente que se configuró la cosa juzgada constitucional.

Resalta, que en segunda instancia esta Corporación amparó los derechos invocados, y que si la entidad accionada no le ha dado cumplimiento a la orden impartida, a la interesada le  correspondía iniciar el trámite incidental de desacato.

Sin embargo, descarta que haya actuado con temeridad, porque a pesar de que en el escrito de tutela se afirmó bajo la gravedad del juramento no haber presentado una acción por los mismos hechos y pretensiones, dicha circunstancia se justifica por las condiciones de indefensión y de vulnerabilidad en que se encuentran la población víctima del desplazamiento forzado. 

La anterior decisión fue objeto de impugnación y mediante sentencia de 25 de marzo de 2010, la Sala Quinta de Decisión de esta Corporación revocó la providencia recurrida,  y en su lugar tutelo el derecho fundamental a la vida digna de la señora Rodríguez  Conde; ordenándole a Acción Social que “…dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta providencia, si aun no lo ha realizado, programe en el termino de ocho (8) días una visita domiciliaria para evaluar las condiciones socioeconómicas reales de la señora Blanca Doranny Gutiérrez (sic) Conde  y su núcleo familiar, con el fin de determinar si las ayudas entregadas fueron suficientes para superar las condiciones de vulnerabilidad…” Y en el evento de acreditarse que dichas circunstancias persisten, ordenó la prórroga de la ayuda humanitaria de emergencia hasta cuando sean efectivamente superadas (f. 35 y ss cuad. ppal).

e.-Al revisar el software de gestión, se pudo establecer que el expediente se remitió a la H. Corte Constitucional el 13 de abril de 2010, para su eventual revisión. Colegiatura, que a través de auto del 13 de mayo siguiente no la seleccionó.

Como ya se indicara, el amparo fue negado mediante fallo calendado el 23 de febrero de 2010, y al ser impugnado,  fue revocado el 15 de marzo de 2010  por la Sala Quinta de esta Corporación; obteniendo la protección del derecho fundamental a la vida digna, y se accedió a la prorroga de la ayuda humanitaria de emergencia.  

En la medida en que esa sentencia fue excluida de revisión por parte de la H. Corte Constitucional, dio lugar a que la misma cobrara ejecutoria formal y material. Por ese motivo, el asunto no puede ser objeto de un nuevo debate judicial, toda vez que el mismo se encuentra amparado por la cosa juzgada constitucional.

En ese orden de ideas, es menester confirmar el fallo objeto de impugnación. 

./.
OBSERVACION  
1.- RADICADO  2010 00222
	M. PONENTE: Dr. JORGE AUGUSTO CORREDOR /    SENTENCIA: 04/08/2010


PROBLEMA JURIDICO.- Consiste en determinar si el Acuerdo Nº 010 DE 2010, por medio del cual el Concejo de Neiva crea la estampilla Procultura del municipio, se autoriza su emisión y se dictan otros disposiciones, al fijar las tarifas para el cobro se ajusta a lo previsto en el artículo 2º de la Ley  666 de 2001.
De acuerdo a las disposiciones transcritas, los concejos municipales están autorizados para fijar las tarifas en porcentaje no inferior al 0.5% ni superior al 2% sobre el valor del hecho sujeto a gravamen.

El citado Acuerdo N° 010 de 2010 al establecer las tarifas con que se graven los diferentes actos y documentos sujetos a la estampilla Procultura, además de exceder los porcentajes, dispuso su aplicación a la UVT –Unidad de Valor Tributario-, contraviniendo lo señalado en el artículo 38-3 de la Ley 397 de 1997 adicionado por el artículo 2° de la Ley 666 de 2001, según el cual la tarifa debe recaer sobre “el valor del hecho sujeto al gravamen” que corresponda a los actos y documentos enumerados en el artículo 4° del precitado acuerdo.

Si bien es cierto que la adopción de la Unidad de Valor Tributario (UVT), consagrada en el artículo 868 del Estatuto Tributario, está autorizada por los artículos 66 de la Ley 383 de 1997 y 59 de la Ley 788 de 2002, para que los municipios y distritos la acojan para efectos de las declaraciones tributarias y los procesos de fiscalización, liquidación, imposición de sanciones, discusión y cobro relacionado con impuestos, ello no significa que tal medida de  valor se equipare al hecho sujeto del gravamen a que alude el artículo 38-3 de la Ley 666 de 2001, so pretexto de aplicar la tarifa para el pago de la estampilla Pro-cultura.

Así las cosas, ha de declararse sin validez el artículo 4° del Acuerdo 010 de 2010 aprobado por el Concejo Municipal de Neiva.

./.
REPARACION DIRECTA 
1.- RADICADO  2007 00030
	M. PONENTE: Dr. ENRIQUE DUSSAN CABRERA /    SENTENCIA: 30/07/2010

2A  INSTANCIA


PROBLEMA JURIDICO.- Corresponde determinar en ésta instancia, de conformidad con el artículo 357
 del C.P.C., aplicable por remisión del art. 267 del C.C.A., los siguientes aspectos: 

i) Desde la perspectiva de la parte actora, sí se debe revocar el resolutivo cuarto del fallo que negó perjuicios materiales, para que en su lugar se le reconozcan por la etapa que de los 18 a los 25 años podía el menor fallecido haber colaborado a sus padres, como lo ha indicado la jurisprudencia; 

ii) Desde la perspectiva de la parte demandada para que se revoque el fallo que reconoció la responsabilidad de la entidad y en su lugar se denieguen las pretensiones de la demanda porque no hubo falla en el servicio médico asistencial en la atención del menor.

En consecuencia, el asunto central inicial a resolver es sí hay imputabilidad en la entidad demandada en el daño antijurídico padecido por el actor con ocasión de la muerte del menor Carlos Francisco Quintero Camacho; resuelto éste aspecto se resolvería lo planteado por el demandante sobre los perjuicios materiales.
La enfermedad padecida por Carlos Francisco Quintero Camacho es de las llamadas ruinosa o catastrófica, como actualmente se tiene establecida
 y por tanto fatal y más aún en las condiciones en que se le detectó, por lo que el tratamiento desarrollado era el que la ciencia médica en su momento determinaba y así se le efectuó; sin embargo, si bien la expectativa de vida era mínima, la prolongación de la misma se hallaba supeditada, por parte de la EPS, al cumplimiento de deberes legales como los consagrados en el artículo 2 de la ley 100 de 1993 de aplicación de principios como el de eficiencia, lo que no se hizo pues la mejor utilización social y económica de los recursos administrativos, técnicos y financieros disponibles para que los beneficios a que da derecho la seguridad social no fueron prestados en forma adecuada, oportuna y suficiente, dada la suspensión que en su tratamiento tuvo el menor, por la no suscripción del contrato con el Hospital Universitario, lo que influyó en el deterioro de su estado de salud y que contribuyó a que su desenlace fatal ocurriera de manera más temprana. 

Lo anterior significa que hubo falla en el servicio a que legal y constitucionalmente estaba obligada la institución demandada, lo que le genera la imputación endilgada; sin embargo si bien hay responsabilidad del Instituto de los Seguros Sociales, también la hubo en cabeza del demandante al disponer el regreso del menor Carlos Francisco Quintero Camacho a la ciudad de Neiva porque, según se confiesa en el hecho 2 de la demanda “…sus padres solicitaron al ISS el traslado a la ciudad (Neiva) para que prosiguiera el tratamiento adecuado,…”, lo que contribuyó también a que el adecuado procedimiento que se le seguía, se le suspendiera y además, se insiste la suspensión del mismo no fue la que desató el fatal desenlace sino que la enfermedad necesariamente conducía a tal hecho por lo que no se podía esperar la recuperación absoluta del menor. 

Lo anterior significa que, en criterio de la Sala, la responsabilidad atribuida al ente demandado no resulta de su exclusividad por lo que no puede ser condenada al perjuicio moral en la forma con se hizo, por lo que se reducirá a cuarenta salarios mínimos legales mensuales vigentes y en tal sentido será revocada parcialmente la sentencia apelada. 

5.3. De la cuantificación del daño material reclamado por la parte actora en la apelación.

Solicita la parte actora se le reconozcan perjuicios materiales por la etapa que de los 18 a los 25 años el menor fallecido podía haber colaborado a sus padres, como lo ha indicado la jurisprudencia.
En el presente caso debe indicarse que la petición no es procedente porque la enfermedad del menor era catastrófica y por ende su proyecto de vida se hallaba reducido a su expectativa de vida que en las condiciones en que se hallaba antes de la suspensión del tratamiento por la entidad debía continuar con el esquema del tratamiento y al finalizar dicha fase pasaba a la de reintensificación, lo que de por sí conllevaba a que la expectativa de generar ingresos económicos a partir de los 18 años de edad se hallaba bastante reducida, por lo que no es evidente que éste daño deba ser reparado.
./.

ACCION EJECUTIVA  
1.- RADICADO  2010 00107
	M. PONENTE: Dr. JORGE AUGUSTO CORREDOR RODRIGUEZ /   AUTO : 17/08/2010


PROBLEMA JURIDICO: Consiste en establecer si la Resolución N° 317 de noviembre 25 de 2008, que en cumplimiento de los fallos de primera y segunda instancia de fechas 10 de agosto de 2004 y 31 de enero de 2008, ordenó la liquidación y pago a título de indemnización de todos los emolumentos salariales y prestacionales causados desde el 21 de marzo de 1995 al 17 de diciembre de 1999, constituye título ejecutivo o por el contrario no lo es, por ser un acto administrativo creador de una situación jurídica nueva, susceptible de las acciones contenciosas administrativas.
Como se mencionó en el acápite precedente por medio de la Resolución N° 317 de 2008, se dio cumplimiento parcial a las sentencias ya mencionadas, reconociendo y ordenando pagar la actor los salarios y prestaciones sociales causados desde la fecha de su declaratoria de insubsistencia hasta cuando se suprimió el cargo en la planta de personal de la E.S.E. Hospital El Rosario de Campoalegre.

Es del caso destacar que ante la imposibilidad física y jurídica de ordenar el reintegro del señor Luis Gómez, en razón a la supresión del cargo de la planta de personal de la E.S.E. demandada, la liquidación solamente se hizo hasta la fecha de adopción de las medidas de modificación de la planta de personal de la citada entidad.

Al hacer el cotejo entre la sentencia del Tribunal y del Consejo de Estado que ordenaron el reintegro del demandante y el contenido de la Resolución N° 317 de noviembre 25 de 2008, en este acto administrativo se acogió la determinación adoptada en la sentencia en cuanto a los factores base de la liquidación y la indexación correspondiente, no así en lo que respecta al período a liquidar, pues éste se limitó hasta la fecha de supresión del cargo, esto es, el 16 de diciembre de 1999, quedando por lo tanto un saldo insoluto correspondiente al tiempo transcurrido entre la supresión del cargo y la de la Resolución N° 317 de 2008.

De otra parte, se afirma en la demanda ejecutiva que la E.S.E. le canceló al actor los salarios y prestaciones sociales, desde el 21 de marzo de 1995 al 17 de diciembre de 1999, la suma de $113.729.906 y  por interés de mora $19.508.659, quedando un saldo a favor por pagar de $261.157.807, que corresponden a salarios y prestaciones sociales causados desde el 17 de diciembre de 1999 al 17 de diciembre de 2008, mas los intereses moratorios hasta que se pague totalmente la obligación.
Siendo la precitada resolución un acto administrativo de ejecución o cumplimiento de un fallo judicial que no crea o modifica la situación jurídica particular del actor contenida en la sentencia aludida, aquel no es pasible de las acciones contenciosas administrativas, como equivocadamente lo expresa el A quo en la providencia objeto de este recurso, pues además no se  trata de una decisión que haya sido la conclusión de una actuación de la administración.
El anterior criterio jurisprudencial nos lleva a afirmar que la acción ejecutiva es el camino idóneo para el cumplimiento de la sentencia judicial de condena, así la administración haya proferido el acto de liquidación o cumplimiento de la misma.

En cuanto al título ejecutivo el artículo 488 del Código de Procedimiento Civil, entre los documentos que lo constituyen señala aquellas obligaciones “…que emanen de una sentencia de condena proferida por juez o tribunal de cualquier jurisdicción, o de otra providencia judicial que tenga fuerza ejecutiva conforme a la ley,…”.
Además el Código Contencioso Administrativo en sus artículos 132-7 y 134B-7, le atribuye competencia en su orden a los tribunales y a los jueces administrativos para conocer de los procesos ejecutivos derivados de condenas impuestas por la jurisdicción contenciosa administrativa, cuando la cuantía exceda o no exceda de 1.500 salarios mínimos legales mensuales. La integración del título ejecutivo, según la doctrina “…estará compuesto únicamente por la sentencia judicial de condena y de acuerdo con el artículo 115 del C.P.C., la providencia deberá aportarse en copia auténtica con la constancia de la fecha de su ejecutoria y que se trata de la primera copia que presta mérito ejecutivo. Por lo tanto, no es necesario que se acrediten documentos o trámites adicionales, como los exigidos en los artículos 176 y 177 del C.C.A., relativos a expedición de actos administrativos de cumplimiento o de notificaciones al Ministerio Público y a los servidores públicos encargados de darle acatamiento a la sentencia judicial”

./.

ACCION POPULAR   
1.- RADICADO  2009 00371
	M. PONENTE: Dr. ENRIQUE DUSSAN CABRERA /   AUTO : 02/08/2010

2A INSTANCIA


PROBLEMA JURIDICO: Decide El Despacho el recurso de queja interpuesto por el actor popular contra el auto proferido el 5 de mayo de 2010 por el Juzgado Sexto Administrativo del Circuito de Neiva, por virtud del cual, resolvió “NO REPONER el auto del 19 de abril del año dos mil diez (2010), por medio del cual se deniega el amparo de pobreza…”, y “NO CONCEDER el Recurso de apelación por ser este improcedente, de acuerdo a lo normado por la Ley 472 de 1998”.
Teniendo en cuenta lo anterior, estima el Despacho, que el recurso de apelación interpuesto contra el auto del 19 de abril de 2010, (que denegó el amparo de pobreza e impuso multa al actor de un salario mínimo legal vigente; y, negó la solicitud de exoneración de arancel judicial) resulta a toda luz improcedente, de contera, estuvo bien denegado.
./.
2.- RADICADO  2008 00020
	M. PONENTE: Dr. RAMIRO APONTE PINO /   SENTENCIA: 01/09/2010

2A  INSTANCIA


PROBLEMA JURIDICO: En la medida en que el fallo fue apelado únicamente por el actor popular, al tenor de lo dispuesto por el artículo 357 del Código de Procedimiento Civil -aplicable por expresa remisión del artículo 37 de la Ley 472 de 1998-, sólo se abordará el análisis de los argumentos esbozados en el escrito contentivo del recurso
; es decir, determinar sí la decisión de enajenar el componente accionario que posee la Nación en Electrohuila -y el tramite que con ese propósito se ha surtido-, se erige en una vulneración o amenaza contra los derechos colectivos a la “moralidad administrativa” y a la “defensa del patrimonio público”. 
Descendiendo al asunto sub examine, está debidamente acreditado que en desarrollo de la estrategia de enajenación de diferentes empresas y entidades públicas adoptada en el documento  Conpes 3281, actualmente se viene adelantando un proceso tendiente a ofertar el 83.05% de las acciones de la Electrificadora del Huila S.A. E.S.P. Decisión, que en opinión del actor popular amenaza la “moralidad administrativa” y la “defensa del patrimonio público”, porque se desconoce la metodología que se utilizó para realizar el avalúo y porque no se tuvo en cuenta el impacto que la nueva regulación de las tarifas de energía eléctrica pueda tener en el mismo. 

b.-Tomando como marco de reflexión el anterior y calificado precedente, considera la Sala,  que en el sub lite brilla por su ausencia un medio de convicción que acredite que la política trazada por el Conpes y su posterior desarrollo amenace o vulnere los derechos colectivos invocados en la demanda. Siendo del caso resaltar, que el actor se limitó a expresar su inconformidad con esa determinación oficial, argumentando que el componente accionario de Electrohuila se enajenaría a un precio inferior a su avalúo real, pero no existe una prueba que corrobore tal afirmación.

De otro lado, no se advierte que la actuación administrativa haya soslayado el marco normativo superior. Incluso, no existe un avalúo definitivo, sino una mera estimación del valor del paquete accionario; como quiera que el procedimiento aún se encuentra surtiendo los tramites de rigor. 

Merced a la orfandad probatoria, es menester colegir que el actor no probó el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen
. En consecuencia, es menester confirmar la decisión recurrida. 
./.
ACCION DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
1.- RADICADO  2002 01091
	M. PONENTE: Dr. JORGE AUGUSTO CORREDOR  /    SENTENCIA: 06/08/2010




PROBLEMA JURIDICO: Se trata de establecer si los actos administrativos demandados -Liquidación Oficial de Revisión N° 0151 del 13 de octubre de 2000 y la Resolución N° 900003 del 18 de abril de 2002- fueron o no expedidos dentro de los términos legales previstos en el Estatuto Tributario.
Aplicando lo indicado anteriormente al caso objeto de la presenta acción, tenemos lo siguiente:

a.- Habiéndose presentado la declaración de renta y complementarios del período gravable 1998 el 9 de abril de 1999  el término para la notificación del requerimiento especial, vencía a los dos años siguientes a la presentación de la declaración de renta, es decir el 9 de abril de 2001; luego el Requerimiento Especial  N° 0316 al notificarse por correo  el 16 de marzo de 2000, se hizo dentro del término indicado en el artículo 705 del Estatuto Tributario.

b.- Efectuada la notificación del Requerimiento Especial N° 306 por aviso publicado en el diario La República el 14 de abril de 2000, el término que tenía el contribuyente para dar  respuesta a tal actuación administrativa era de 3 meses, siguientes a la publicación por aviso en el diario de circulación nacional, esto es hasta e 14 de julio del mismo año, como lo dispone el artículo 705 del E.T. en concordancia con lo establecido en el artículo 568 ibídem. En este caso el representante  legal de la firma Almafer Ltda., no respondió el requerimiento.

c.- El término  señalado a la administración de impuestos para que notifique el acto liquidación oficial de revisión es de 6 meses siguientes al vencimiento del término para la respuesta al requerimiento especial  a tenor a lo dispuesto por el artículo 710 del E. T. En este caso Liquidación de Revisión N° 0151 de fecha 13 de octubre de 2000 se notificó por correo en esa fecha; lo que  significa que la notificación de la liquidación se cumplió dentro del término  a que alude la norma citada, porque éste fenecía  el 20 de enero de 2001.
d.- Acerca del recurso de reconsideración propuesto contra la liquidación de revisión, se puede afirmar sin lugar a equívocos que al notificarse por aviso en el diario de difusión nacional el citado acto administrativo el 20 de marzo de 2001 como lo estatuye el artículo 568 y habiéndose interpuesto éste el 21 de mayo de la precitada anualidad, se ajustó tal actuación a lo señalado en el artículo 720-2 del E.T., garantizándole el derecho de audiencia y defensa al contribuyente Almafer Ltda.

De lo expresado se concluye que las pretensiones de la sociedad demandante se deben denegar porque no desvirtuó la presunción de legalidad  de  que están investidos los actos administrativos objeto de la presente acción.

./.
2.- RADICADO  2005 02301
	M. PONENTE: Dr. GERARDO IVAN MUÑOZ HERMIDA /    SENTENCIA: 20/08/2010

2A INSTANCIA 


PROBLEMA JURIDICO: Corresponde a ésta Corporación desatar el recurso de apelación presentado por la parte actora en contra de la sentencia de primer grado dictada por el Juzgado Quinto Administrativo del Circuito de Neiva, por la que se resolvió “inaplicar la Ordenanza 022 de 2003, dictada por la Asamblea del Departamento del Huila, en cuanto estableció en su artículo 11 como beneficiarios de la prima técnica a personas que ocuparan cargos adicionales a los legal y taxativamente señalados, tanto en el Decreto 1336 de 2003 como en el Decreto 1661 de 1991, por carecer de competencia. Y se niegan por improcedentes las pretensiones de la demanda.”

El apoderado actor requiere que se revoque el fallo para que en su lugar se condene al Departamento del Huila a reconocer y pagar a la señora MARLENY BASTIDAS BASTIDAS una prima técnica desde la fecha en que cumplió los requisitos legales para su asignación (abril de 2002) y hasta que quede ejecutoriada la sentencia que ponga fin a la litis, regulando su pago hacia el futuro; que además se condene a la entidad demandada a reliquidar todas las prestaciones y beneficios salariales canceladas a la actora desde la fecha en que se cumplió los requisitos para que le fuera asignado el beneficio.
Dentro de este contexto, ha de colegirse que la competencia para determinar el régimen salarial de los empleados de las entidades territoriales, en el marco de la Constitución de 1991, requiere una interpretación sistemática y coherente de sus mandatos, a efectos de hacer compatible la autonomía que se reconoce a los entes territoriales, en especial, el que hace referencia a la facultad de gobernarse por autoridades propias (artículo 287, numeral 1), con el esquema del Estado colombiano definido como una República unitaria, para lograr que las atribuciones de los distintos órganos a nivel central y territorial no resulte anulada. En otros términos, que la forma como llegue a ejercer uno cualesquiera de estos órganos su función, no niegue o invalide la de los otros. 

Se tiene demostrado que la actora, señora MARLENY BASTIDAS BASTIDAS, al momento de la presentación la demanda se encontraba vinculada a la Secretaría de Educación Departamental del Huila, desempeñando el cargo Técnico Grado 07 en la Tesorería, percibiendo los siguientes emolumentos: Sueldo básico mensual $722.542, Prima de Alimentación $32.363 y auxilio de Transporte $44.500 y con el aporte de copia del título de Administrador Financiera expedido por las Universidades Surcolombiana y del Tolima (f.152) se tiene comprobada su profesionalización.

Mas sin embargo de conformidad a la reglamentación legal y reglamentaria dada a la prestación salarial por parte del Legislativo y del Ejecutivo, la actora no desempeña cargo en los niveles dispuestos por la norma legal, perteneciendo al personal del nivel Técnico, como claramente lo señala el certificado expedido por la Secretaría de Educación Departamental, razón por la cual no tiene derecho a su reconocimiento y cancelación, tal como también lo dedujo la primera instancia.

Si bien es cierto que la Asamblea departamental por medio de la Ordenanza departamental Nº 022 de 5 de agosto de 2003, adecuó el régimen salarial de la administración departamental al establecido por el Gobierno Nacional en los decretos 1222 de 1986 y 1919 de 2002, ampliando los niveles de los servidores públicos a Ejecutivo, Administrativo, Profesional y Técnico, dicha reglamentación está directamente en contra de las disposiciones legales enunciadas y tal como lo decidió la primera instancia, por estar en completa contravía con las normas constitucionales y legales, se deberá inaplicar.

./.
3.- RADICADO 2007 00147
	M. PONENTE: Dr. ENRIQUE DUSSAN CABRERA /    SENTENCIA: 20/08/2010

2A  INSTANCIA 


PROBLEMA JURIDICO: Pretende el actor que se revoque el numeral tercero de la sentencia de primera instancia y en su lugar se condene a la demandada a efectuar la reliquidación de la asignación de retiro a partir del 1 de Enero de 1995 hasta el 31 de Diciembre de 2007 aplicando el porcentaje mas favorable, es decir, el Índice de Precios al Consumidor para realizar el reajuste pensional con el Art. 14 de la Ley 100 de 1993.

En consecuencia corresponde determinar en ésta instancia si era procedente ordenar la aplicación del reajuste del IPC desde  1995 a la asignación de retiro del demandante. 

En la aplicación del principio de Favorabilidad consagrado en el Art. 53 de la Constitución Política, cuando señala que se debe direccionar hacia la situación mas favorable del trabajador –pensionado en éste caso-, se autorizó a través de la Ley 238 de 1995 el reajuste de las asignaciones de retiro del personal de las Fuerzas Publicas, la cual se debe realizar con base en el IPC, porque el incremento mensual es cuantitativamente superior al  que se obtiene aplicando el sistema de oscilación.

7.2.2. En consecuencia es obvio que el actor tiene derecho a que el I.P.C., se le reconozca desde la vigencia de la ley 238 de 1995, esto es a partir del 1° de enero de 1996; sin embargo, las mesadas que se causaron cuatro años antes de que se formulara la petición se encuentran prescritas y el reajuste se debe liquidar hasta el momento en que éste se haya realizado con base en el Decreto 4433 de 2004 disposición que adoptó nuevamente el principio de oscilación regulado en el Decreto 1212 de 1990.
7.2.3.  La Ley le ha dado un tratamiento especial a las prestaciones sociales, dado su carácter de imprescriptible; por ello, es viable jurídicamente que el interesado pueda elevar solicitud de reconocimiento de su derecho en cualquier tiempo; no obstante prescriben las mesadas pensionales, según el término señalado por el legislador.
./.
4.- RADICADO  2005 00860
	M. PONENTE: Dr. ENRIQUE DUSSAN CABRERA /    SENTENCIA: 18/07/2010

2A INSTANCIA 


PROBLEMA JURIDICO: Como asunto general corresponde determinar la legalidad o no de los Acuerdos 017 del 22 de diciembre de 2004 por medio del cual se modificó la planta de personal de la Empresa Social del Estado Hospital San Antonio del municipio de Pitalito, que se suprimió el cargo de Auxiliar de enfermería que ocupaba la actora, así como el Acuerdo 019 del 28 de diciembre de 2004, que modificó el anterior Acuerdo, por haber sido expedidos con violación al debido proceso, desviación de poder, falsa motivación, irregularmente y con vicios de forma y procedimiento, según la demanda.

En particular corresponde establecer inicialmente si efectivamente había proposición jurídica incompleta en las pretensiones de la demanda que generen que la misma era inepta o si por el contrario se halla conforme a derecho y es procedente estudiar el fondo del asunto.
En consecuencia, conforme se estableció en el artículo séptimo del Acuerdo 017 de 2004, el mismo se individualizó en cuanto a la supresión allí adoptada mediante la comunicación realizada a la actora por lo que es evidente que si bien el mencionado Acuerdo fue general respecto de los cargos suprimidos, la particularización y determinación de cuales de los cargos existentes se suprimían se concretó en cada oficio que para la demandante lo fue en la comunicación del 29 de diciembre de 2004.

8.2.2. Significa lo anterior que además de los actos enunciados en las pretensiones de la demanda, la parte actora ha debido solicitar la nulidad del citado oficio porque en él es donde se materializó la decisión del nominador de tener el cargo por ella desempeñando dentro de los suprimidos en el Acuerdo 017 de 2004, entre otras razones, porque el mismo Acuerdo así lo estableció.

Es decir que del número total de cargos de auxiliares de enfermería (que según el estudio técnico, era de 76), el Gerente de la entidad escogió las 22 personas que lo ocupaban, dentro a la aquí actora, lo que materializó en el oficio del 29 de diciembre de 2004. 

Por tanto, el oficio del 29 de diciembre de 2004 dirigido a la actora comunicándole el que quedaba desvinculada a partir del 1° de enero de 2005, por ser uno de los cargos escogidos como suprimido, y la misma ser una decisión de la administración que definió derechos individuales, constituye acto administrativo porque es en él donde se plasmó la voluntad final de la entidad en cumplimiento del Acuerdo que suprimió unos cargos.

Adicional a lo anterior debe indicarse que además del oficio, la Resolución 395 de diciembre 31 de 2004, “Por la cual se efectúa una incorporación de servidores públicos”, donde lógicamente no resulta la actora incorporada en la nueva planta de personal, demuestra que, bien sea porque en el oficio se le indicó su desvinculación o bien porque en la resolución citada no se hizo, no se demandaron éstos actos por lo que la demanda resulta siendo inepta.

En efecto, si bien en los Acuerdo 017 y  019 de 2004 se suprimieron varios cargos, no fue allí donde se plasmó que el cargo que desempeñaba la actora era uno de los suprimidos como ya se dejó plenamente establecido y como el que le indicó tal hecho no fue pretendido en su anulación dado que con el oficio en mención resulta siendo actos administrativos complejos, dadas las diferentes autoridades que intervinieron y por tanto inescindible aquellos y éstos respecto de lo pretendido por la actora.

Así las cosas, la decisión del a-quo tiene su fundamento por lo que no es procedente entrar a conocer el fondo del asunto, razón por la cual se confirmará la sentencia recurrida.

./.
5.- RADICADO  2002 00623
	M. PONENTE: Dr. JORGE AUGUSTO CORREDOR RODRIGUEZ /    SENTENCIA: 06/08/2010


PROBLEMA JURIDICO: El actor en este proceso pretende que el Tribunal declare la nulidad de la Liquidación Oficial de Revisión N° 130642001000060 del 24 e abril de 2001 que determinó el impuesto de renta a la sociedad Alpevisión S.A. correspondiente al período gravable 1997 y la Resolución N° 900005 del 28 de enero de 2002 que confirmó en su totalidad la liquidación oficial de revisión antes señalada y como consecuencia de ello se declare en firme la declaración privada contenida en la declaración de renta presentada el 13 de mayo de 1998 del precitado período gravable.
Consiste en establecer si la Liquidación Oficial de Revisión N° 130642001000060 del 26 de abril de 2001, correspondiente al período gravable 1997, que determinó el impuesto a la sociedad Alpevisión S.A., es nula por el hecho de haberse rechazado al contribuyente los costos solicitados en su denuncio rentístico, en cuantía de $482.522.000, sumas pagadas a compañías extranjeras por el servicio de televisión internacional, por no haber cumplido con la obligación de hacer la retención en la fuente a título de impuesto de renta y remesas al exterior, por considerarse de fuente nacional.

En concreto se analizará si el acto administrativo en cuestión es congruente con el requerimiento especial, si es objeto de gravamen los pagos hechos a compañías extranjeras y si realmente se ha vulnerado el artículo 647 del Estatuto Tributario.

2.3.- Sanción por inexactitud.

Teniendo en cuenta que en este caso no debía practicarse retención a título de impuesto de renta y remesas, la sanción de inexactitud consagrada en el artículo 647 del Estatuto Tributario debe levantarse por haber desaparecido el sustento legal de los actos de liquidación y determinación del impuesto.

Los anteriores razonamientos conducen a la prosperidad de las pretensiones, dado que los pagos efectuados por la sociedad demandante en cuantía de $482.522.000, a entidades extranjeras sin domicilio en el país no son consideradas de fuente nacional por lo tanto no están gravadas con el impuesto de renta y complementario de remesas; por lo tanto se declara la nulidad de los actos demandados y la consecuente firmeza de la declaración de corrección presentada por la actora por el año gravable de 1997.
./.
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